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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 
SOLEDAD – SIETE (7) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 

 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0303 (T02-2023-00112-01) 
ACCIONANTE: AURELIO FONTALVO MANJARREZ 
ACCIONADO: COLPENSIONES 
 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 27 de septiembre de 2023 por el JUZGADO PRIMERO PROMISCUO 
MUNICIPAL DE MALAMBO, dentro de la acción de tutela impetrada por AURELIO 
FONTALVO MANJARREZ, en contra de COLPENSIONES, por la presunta violación de 
sus derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, IGUALDAD, SALUD, MINIMO VITAL 
Y ADMINISTRACION DE JUSTICIA con fundamento en los siguientes: 

 
HECHOS 

 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 

 

 
DE LA ACTUACIÓN 

 
La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL 
DE MALAMBO a través de auto adiado 14 de septiembre de 2023, ordenándose oficiar a 
las accionadas para que rindieran un informe sobre los hechos de la acción de tutela. 
Además, vincula a CAJACOPI EPS, y a OLIMPUS IPS 
 
Informes que fueron allegados en los siguientes términos: 
 
INFORME COLPENSIONES 
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MARTHA ELENA DELGADO RAMOS, en calidad de Directora (A) de la Dirección de 
Acciones Constitucionales de la Administradora Colombiana de Pensiones, manifestó: 
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INFORME SERVICIOS MEDICOS OLIMPUS 
BEATRIZ MERCEDES ESPINOSA DE CASTRO, en calidad de Representante Legal, 
manifestó: 
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INFORME CAJACOPI EPS  
JOBANINA RUIZ CANTILLO, en calidad de Gerente Regional atlántico, manifestó: 
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AUTO VINCULA 
Mediante proveído de fecha 20 de septiembre de 2023 el A quo resolvió Ordenar la 
vinculación de FRC UNIDAD AMBULATORIA y VIVA 1 A IPS. 
 
INFORME FRC UNIDAD AMBULATORIA 
JOSE CARDOZO en calidad de Gerente, manifestó: 
 

 
 
INFORME VIVA 1ª IPS 
LUIS ALONSO ÁLVAREZ VELÁSQUEZ en calidad de Secretario General y Jurídico, 
manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO, mediante providencia 
del 29 de septiembre de 2023, resolvió conceder el amparo al quedar acreditada la 
vulneración de los derechos fundamentales que invoca. 
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
 
Inconforme con la decisión del a quo, la accionada impugna el fallo argumentando: 
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PROBLEMA JURÍDICO 
 
Corresponde al Despacho determinar si la accionada COLPENSIONES se encuentra 
vulnerando los derechos fundamentales del señor AURELIO FONTALVO MANJARREZ 
con ocasión de la solicitud de valoración de pérdida de capacidad laboral la cual necesita 
para acceder a la pensión? 
 
¿Se dan los presupuestos jurídico - fácticos para modificar la decisión impugnada en los 
términos formulados por la accionada? 
 

FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 44, 46, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política Decreto 2591 de 1991. Sentencia T-1071-2001, T- 105-2009, T – 
695 -2007, T- 760-2008, T- 346-2009, C- 252-2010, T- 371-2010, T- 650-2009, T- 587-
2010,  T-824-2010, T- 855-2010, T – 084 – 2011, T- 392-2011, T- 105-2014, T- 799-2014, 
T- 802-2014,  entre otras.  

 
CONSIDERACIONES 

 
El Constituyente del 1991, se preocupó por consagrar no sólo una completa declaración 
de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
Fue así como el Texto Constitucional, incorporó por vez primera en el ordenamiento 
jurídico colombiano, las llamadas acciones constitucionales. Entre éstas, se encuentra la 
acción de tutela, mecanismo que protege los derechos fundamentales, cuando éstos 
resulten amenazados o vulnerados, por cualquier autoridad pública y por los particulares, 
éstos últimos en los precisos casos señalados en la ley. 
 
A continuación, se realizará un estudio de los derechos fundamentales respecto de los 
cuales se solicita el amparo por parte de la actora: 
 
CALIFICACION DE LA PERDIDA DE CAPACIDAD LABORAL-Importancia/DERECHO A 
LA CALIFICACION DE LA PERDIDA DE CAPACIDAD LABORAL-Concepto 
 
La calificación de la pérdida de la capacidad laboral es un derecho que le asiste a las 
personas, independientemente del régimen de seguridad social al que se encuentren 
vinculadas (bien sea el Sistema General de Seguridad Social reglamentado en la Ley 100 
de 1993 o los regímenes especiales creados por disposición constitucional); este derecho 
cobra gran importancia al ser un medio para acceder a la garantía de los derechos a la 
seguridad social, a la vida digna y al mínimo vital cuando sobreviene una invalidez, bien 
sea de origen común o laboral. 
 
El ordenamiento jurídico impone que el estado de invalidez se determine a través de una 
valoración médica que conlleva a una calificación de la pérdida de la capacidad laboral, 
cualquiera que sea su origen (común o laboral). Esta calificación debe ser realizada por 
las entidades autorizadas por la ley. Con dicha calificación se dictamina el porcentaje de 
afectación, el origen de la pérdida y la fecha en la que se estructuró. De esta manera, su 
determinación tiene como propósito la garantía de diversos derechos fundamentales: la 
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salud, la seguridad social y en muchos de los casos, dependiendo de las circunstancias 
particulares, la vida y el mínimo vital. 
 
Tanto la Ley 100 de 1993 como los regímenes especiales creados por la Constitución 
imponen unas obligaciones a cargo de las entidades del Sistema de Seguridad Social. 
Entre otras, estas obligaciones se traducen en el deber de garantizar que, en el contexto 
del reconocimiento de una pensión de invalidez (cualquiera que sea su origen -común o 
laboral-), el estado de invalidez se determina a través de una valoración médica que 
conlleva a una calificación de la pérdida de capacidad laboral. Esta calificación debe ser 
realizada por las entidades autorizadas por la ley. 
 
La finalidad de la determinación de un porcentaje de pérdida de la capacidad laboral tiene 
un doble sentido: médico y económico. Por una parte, un sentido médico porque permite 
esclarecer la enfermedad o la perturbación que concretamente dio origen a perder en 
mayor o menor porcentaje la capacidad referida. Esto a través de la valoración que 
realizan los expertos en las diferentes áreas de la medicina. Asimismo, permite esclarecer 
desde este ámbito de experticia si tuvo un origen común o causa laboral. Por otro lado, un 
sentido económico porque clarificar el porcentaje de la pérdida de capacidad laboral 
permite acceder, en algunos de casos, a una serie de prestaciones del régimen de la 
seguridad social (i.e. la pensión de invalidez). En igual sentido, puede dar origen a una 
serie de indemnizaciones económicas a cargo de las diferentes entidades pertenecientes 
al Sistema de Seguridad Social. 
 
La jurisprudencia constitucional ha destacado la importancia de esta valoración para el 
reconocimiento de las pensiones de invalidez. Este tribunal ha reiterado que: 
 
“Tal evaluación permite determinar si la persona tiene derecho al reconocimiento 
pensional que asegure su sustento económico, dado el deterioro de su estado de su salud 
y, por tanto, de su capacidad para realizar una actividad laboral que le permita acceder a 
un sustento. Adicional a ello, la evaluación permite, desde el punto de vista médico 
especificar las causas que originan la disminución de la capacidad laboral. Es 
precisamente el resultado de la valoración que realizan los organismos médicos 
competentes el que configura el derecho a la pensión de invalidez, pues como se indicó 
previamente, ésta arroja el porcentaje de pérdida de capacidad laboral y el origen de la 
misma. De allí que la evaluación forme parte de los deberes de las entidades encargadas 
de reconocer pensiones, pues sin ellas no existiría fundamento para el reconocimiento 
pensional”. 
 
La calificación de la pérdida de capacidad laboral está consagrada como un derecho para 
proteger otros derechos fundamentales de las personas. Por lo que su vulneración puede 
ocurrir por tres circunstancias: ante la negación al derecho a la valoración, la negativa en 
su actualización o por la demora injustificada, siempre que no sea imputable a la 
negligencia del sujeto interesado. Por ende, sin la calificación, a las personas les será 
imposible conocer su porcentaje de pérdida de capacidad laboral y, a partir de ahí, los 
derechos que eventualmente podrían reclamar. 
 

CASO CONCRETO 
 

En el asunto bajo examen, tenemos que el señor AURELIO FONTALVO MANJARREZ, 
instauró acción de tutela en contra de COLPENSIONES, por la presunta vulneración a sus 
derechos fundamentales a la Salud, Seguridad Social, Mínimo Vital, vida digna, salud, al 
no acceder a realizar la valoración de pérdida de capacidad laboral. 
 
Asegura el actor encontrarse en el régimen subsidiado de salud, que el 24 de julio 2023 
mediante derecho de petición solicitó la valoración de perdida de capacidad laboral a fin 
de determinar el porcentaje de la misma y en consecuencia poder aspirar a la pensión por 
invalidez. En respuesta de lo anterior, asegura que le solicitaron historia clínica de 
valoración por neurocirugía u ortopedia no mayor a 6 meses entre otros requisitos. 
 
Considera vulnerados sus derechos debido a las barreras administrativas que al 
accionada ha puesto lo que le hacen gravosa su situación ya que no labora por su 
condición de salud. 
COLPENSIONES SA, quien indica que este tipo de conflictos deben ser dirimidos por la 
jurisdicción ordinaria aboral, sin embargo, el caso que nos atañe no trae consigo un 
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conflicto de entidades de conformidad con los expuesto en el artículo 41 de la Ley 100 de 
1993, por cuanto como se señaló previamente, el accionante está afiliado en régimen 
subsidiado en Caja Copi Eps, por lo que esta entidad está imposibilitada para generar 
concepto favorable/desfavorable para el accionante, de modo que no sería competente 
para proferir calificación de perdida de la capacidad laboral, siendo competente para el 
caso Colpensiones SA, pues según señala el accionante es a esta entidad administradora 
a la cual realizó sus aportes y dado que no persigue prestaciones del sistema de salud, es 
para este caso Colpensiones SA quien debe efectuar el respectivo dictamen de 
calificación de perdida de la capacidad laboral 
 
El A quo en fallo de primera instancia resolvió conceder el amparo en atención a que 
quedó acreditado que la accionada estaba presentado barreras de tipo administrativo que 
vulneraban los derechos del actor. 
 
La accionada impugna el fallo asegurando que el mismo debe ser revocado ya que no 
han vulnerado los derechos del actor, por cuanto en la respuesta emitida frente a la 
petición responden de fondo la solicitud indicando los requisitos que debe cumplir para 
continuar el trámite. 
 
De las pruebas obrantes en el plenario se tiene que el accionante es una persona de 60 
años de edad que presenta diagnostico de TRASTORNO DE DISCO LUMBAR Y OTROS, 
SINDROME DE MANGUITO ROTATORIO Y SINDORME DE TUNEL CARPIANO (historia 
clínica de fecha 29 de junio de 2023, activo en el régimen subsidiado de salud. 
 

 
 

Las historias clínicas aportadas por el actor, se evidencia que fueron emitidas con un 
tiempo no mayor a 06 meses, siendo la más antigua la del 20 de mayo de 2023, si bien 
hay otros estudios de fechas anteriores las mayoría datan de un término no mayor al 
mencionado contado desde el momento de la presentación de solicitud de calificación de 
perdida de la capacidad laboral solicitada ante Colpensiones en el mes de Julio de este 
año, por lo que a consideración del despacho solicitarle nuevamente al accionante aportar 
los mismo documentos con un término de expedición no mayor a 06 meses, y en hasta un 
plazo de 30 días prorrogable por otros 30 más so pena de declarar desistimiento tácito, 
resulta desproporcionado, configurándose como una barrera que se antepone al ejercicio 
de derechos fundamentales como la Seguridad Social del actor.  
 
La Corte Constitucional en Sentencia T-250/2022 dispuso: 
“La calificación de la pérdida de la capacidad laboral es un derecho que le asiste a las 
personas, independientemente del régimen de seguridad social al que se encuentren 
vinculadas (bien sea el Sistema General de Seguridad Social reglamentado en la Ley 100 
de 1993 o los regímenes especiales creados por disposición constitucional); este derecho 
cobra gran importancia al ser un medio para acceder a la garantía de los derechos a la 
seguridad social, a la vida digna y al mínimo vital cuando sobreviene una invalidez, bien 
sea de origen común o laboral.” 
 
La inobservancia de los preceptos legales que regulan la valoración de la pérdida de la 
capacidad laboral y la negativa por parte de las entidades obligadas a realizar la 
valoración de la persona cuando su situación de salud lo requiere, configuran una 
transgresión del derecho a la seguridad social. De igual forma, se erigen en obstáculos 
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para el goce de las garantías fundamentales a la salud, la vida digna y el mínimo vital. 
Esto al impedir determinar el origen de la afección y el nivel de alteración de la salud y de 
la pérdida de capacidad laboral del trabajador o del usuario del sistema. 
 
Así las cosas, en concordancia con lo expuesto por el a quo, este Despacho considera 
que le asiste el derecho al actor de que la accionada realice valoración de perdida de 
capacidad laboral, primeramente por ser un tema tratado constitucionalmente pero 
además, se tiene que el actor es un sujeto especial de protección que requiere de la 
protección del Estado y someterlo a trámites administrativos genera un desgaste que por 
su edad y condición de salud no le es posible asumir.  
 
Por lo anterior, se confirmará en todas sus partes el fallo proferido en primera instancia el 
27 de septiembre de 2023. 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR MANDATO 
DE LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 27 de septiembre de 
2023 por   el JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO,  al interior  
de  la  acción  de  tutela  impetrada  por AURELIO FONTALVO MARTINEZ  en  contra  de  
COLPENSIONES de conformidad con lo aquí expuesto.  
 

SEGUNDO: Notificar  ésta  providencia  a  las  partes,  al  a  quo,  así  como  al  señor 

Defensor del Pueblo de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: En   su   oportunidad   remítase   el   expediente   a   la   Honorable   corte 
constitucional  para  su  eventual  revisión,  según  lo  dispuesto  en  el  decreto  2591  de 
1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 

 
 


